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¿tODO DerecHO aDMinistratiVO es LOcaL?

walter F. Carnota 

i. presentAción deL probLemA

La visualización de un sector específ ico del Derecho al que le incumbe 
el estudio y análisis del fenómeno de la administración pública, se asocia 
ineludiblemente con la realidad del estado-nación, o nación-estado, que es 
la forma política por excelencia que se ha conocido desde los albores de la 
Modernidad. La unión entre monarquía y burguesía a f ines de la edad Media, 
ayudó a la conf iguración de entes que serán monopolizadores de la coacción 
en un marco territorial y poblacional determinado con un gobierno cierto, 
blandiendo un único ordenamiento jurídico. esta reducción a la unidad invitó 
a la conformación, mucho tiempo después, del Derecho administrativo como 
derecho común de la administración pública. pero no de cualquier adminis-
tración pública, por cierto, sino la de un estado concreto dado.

ello no signif icaría abandonar la posibilidad de la descentralización. 
así, el estado federal reúne en su seno a diversas unidades constitutivas, 
llámense estados (estados Unidos, Brasil), provincias (canadá, argentina), 
länder (alemania), cantones (suiza), que, dotadas de una especial capacidad 
autónoma (v. gr., darse sus propias instituciones), también van a tener sus 
propios ordenamientos administrativos, aunque carecieran de una constitu-
ción sub-nacional (canadá) o contasen con ella (argentina, estados Unidos, 
México, alemania). Otro tanto puede decirse del peldaño municipal, también 
denominado en otras latitudes como local government: el municipio también 
va a dictarse sus propias reglas, entre ellas, sobre todo, las administrativas.

De allí que haya quedado en la literatura de Derecho público, la af irma-
ción de que “todo Derecho administrativo es local”. es decir, existe una ínti-
ma solidaridad entre la normativa administrativa y el ente estatal al que sirve. 
el Derecho administrativo no será, como la constitución racional-normativa 
de GarCía Pelayo, válida para todo tiempo y lugar. por el contrario, estará 
“situado” en contornos espaciales muy precisos: el ámbito de validez espacial 
propio de las fronteras del estado que lo alberga.
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empero, hoy en día cuesta pensar en cualquier Derecho que no tenga 
alguna vocación de internacionalidad, o de universalismo. La globalización, 
que es un fenómeno económico pero que también impacta en el terreno ju-
rídico, obliga a replantearnos permanentemente esta cuestión 1. el Derecho 
administrativo, localista por excelencia, no escapará a esta encrucijada. cuán 
de verdad hay en la actualidad de la af irmación de que “todo Derecho admi-
nistrativo es local” forma parte de la preocupación medular de este trabajo.

ii. un repLAnteo de LAs fuentes deL derecho AdministrAtiVo

clásicamente, el tema de las fuentes del Derecho administrativo pasaba 
por un culto al estado legal de Derecho, en especial al principio de legalidad 
objetiva, al cual la administración pública se sometía sin ambages. el Dere-
cho actual varía el enfoque: se parte de los derechos fundamentales, entre los 
cuales se encuentran los de los interesados o administrados. el estado legal de 
Derecho ha ido lentamente dando paso, evolutivamente, al estado constitucio-
nal (y hasta convencional) de Derecho.

ello no va a signif icar que la ley haya perdido su atractivo para el Dere-
cho administrativo. nada que ver, puesto que la actividad administrativa sigue 
siendo sub-legal. pero el ordenamiento jurídico se ha “constitucionalizado” en 
su conjunto. ¿es el Derecho administrativo “derecho constitucional concretiza-
do” (Fritz werner) o, en clave de mayor pragmatismo, es el Derecho constitu-
cional un “Derecho administrativo abstraído”?

como sea, hoy hay instituciones del Derecho administrativo que hay 
que ir a buscar a la constitución misma 2. La problemática de la delegación 

1 “Las tendencias económicas y sociales de la posmodernidad aportan una nueva lógi-
ca a los estados y a sus administraciones e invalidan los medios tradicionales de actuar de los 
poderes públicos”. V. juan-Cruz alli aranGuren, Derecho administrativo y Globalización, 
thomson civitas, Madrid, 2004, p. 377. se parte de la base del dato de la velocidad del tránsito 
de bienes, personas y comunicaciones: “Desde el palacio del escorial, sede de los soberanos 
españoles, hasta el archipiélago de las Filipinas, que formaba parte de sus dominios, en el siglo 
xvi las comunicaciones tardaban dieciocho meses. La noticia de la derrota de las tropas de 
napoleón iii en México en 1867 exigió tres semanas hasta que llegó al emperador francés. Los 
acontecimientos del mundo se desarrollan hoy bajo los ojos de todos, como suele decirse, ‘en 
directo’”. V. sabino Cassese, La globalización jurídica, Madrid, instituto nacional de admi-
nistración pública y Marcial pons, 2006, p. 13.

2 entendiendo a ella como un “sistema de sistemas”. “el análisis constitucional exa-
mina la interacción entre instituciones, que son arreglos de equilibrios que resultan de la in-
teracción de sus miembros individuales. siempre hay entonces en el horizonte dos niveles de 
agregación: de los individuos a las instituciones, y de las instituciones a un orden constitucional 
general”. V. adrian verMeule, the system of the constitution, Oxford University press, new 
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legislativa, de la clasif icación de los decretos, de las competencias de la Jefa-
tura de Gabinete de Ministros o de los controles de la administración, no se 
entenderían si no se comprenden las innovaciones introducidas por la revisión 
constitucional de 1994.

pero, a la par que el orden jurídico se ha “constitucionalizado”, también 
se ha internacionalizado en su conjunto. si antes razonablemente se podía 
saber derecho sin conocer en detalle al derecho internacional público, ello 
ya no es más de recibo. Hoy el intérprete, la comunidad forense, el aplicador 
judicial, y hasta por qué no la agencia administrativa, recurren a estándares 
internacionales, ya globales o universales, ya regionales.

no sólo vienen a cuento aquí los tratados internacionales de derechos 
humanos con jerarquía constitucional a la luz del art. 75.22 de nuestra consti-
tución. también inf luye la cotización supra-legal de todos los demás tratados 
internacionales, y la misma jerarquía de los de integración en los términos del 
art. 75.24 ca.

en la reciente regulación de las medidas cautelares dispuesta por la ley 
26.854, se excepcionó cuando estuviese en juego el “derecho a la vida digna 
conforme la convención americana de Derechos Humanos”. Más allá que 
el pacto de san José de costa rica mentado habla en realidad del “derecho a 
la vida” –art. 4–, lo cierto del caso es que advertimos claramente un reenvío 
del legislador a una normativa (y a una interpretación oriunda de un tribunal 
supranacional como es la corte interamericana de Derechos Humanos) inter-
nacional que impacta en la regulación de un remedio del contencioso admi-
nistrativo como son las medidas cautelares.

si bien es un fenómeno no del todo estudiado en la ciencia del Derecho 
administrativo, largo sería examinar la incidencia de la normativa existente 
en el derecho internacional de los derechos humanos en la materia adminis-
trativa. ¿existe, por ejemplo, una obligación de la autoridad administrativa 
a aplicar los estándares propios del llamado “control de convencionalidad”? 
no nos olvidemos que la corte interamericana de Derechos Humanos, en su 
decisión recaída en el caso “Gelman”, pretende que sus decisorios no sólo 
obliguen a los jueces sino a “toda autoridad pública” 3 y no sólo a los jueces 
del poder Judicial, con lo cual se abre un fértil campo de investigación para el 
Derecho administrativo visto en clave iusfundamental.

York, 2011, p. 3, quien hace aplicación de la teoría de los sistemas al ámbito del derecho cons-
titucional.

3 V. walter F. Carnota y viCtorino sola, “control de constitucionalidad”, en  
walter F. Carnota, teoría constitucional, La Ley, Buenos aires, 2013, p. 317.
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iii. unA crisis más de LA LegALidAd formAL

pero la ley no sólo se encuentra jaqueada por la mayor relevancia que 
adquieren los postulados constitucionales, de cara al llamado “canon neo-
constitucionalista”. Los retos a la legalidad también son globales: terrorismo, 
narcotráf ico, corrupción transnacional. Una ley doméstica se revela muchas 
veces impotente para estar a la altura de la resolución de semejantes conf lictos.

se ha hablado con acierto del “estado intangible”. por tal, se quiere 
signif icar zonas liberadas de la legalidad objetiva. al parecer de valadés, 
“mientras la constitución provee de los instrumentos de control para tutelar la 
observancia de los […] principios, no contiene ninguno que controle el fun-
cionamiento del poder paralelo” 4. Y la conclusión no se hace esperar: “el es-
tado se rige por normas jurídicas, y el estado intangible por normas morales” 5.

Cassese indica –como desafío epistemológico– que “existe un conjunto 
entero de temas para la academia del Derecho administrativo. Los estudios 
tradicionales del Derecho administrativo han trabajado sobre la base de leyes, 
decisiones judiciales y prácticas institucionales. La nueva academia tiene una 
tarea mucho más difícil: ver las prácticas institucionales sin la guía de leyes 
y decisiones judiciales. Debe conducir trabajos de campo, con entrevistas y 
análisis de documentos of iciales y datos estadísticos, para estudiar estas áreas 
no reguladas” 6.

iV. Los insumos no trAdicionALes: eL soft law AdministrAtiVo

claro que el Derecho de nuestro tiempo exhibe y muestra una ductili-
dad 7, muy distinta de los rígidos moldes que presentaba a lo largo del siglo xix 
o en las primeras décadas del siglo xx 8. por el contrario, el derecho de f ines 
del siglo anterior y del nuestro revela una especial plasticidad que por un lado 

4 V. dieGo valades, el control del poder, ediar, Buenos aires, 2005, p. 105.
5 V. dieGo valades, el control…, op. cit., p. 107.
6 V. sabino valades, “new paths for administrative Law: a Manif iesto”, en “in-

ternational Journal of constitutional Law”, volumen 10, número 1, julio de 2012, new York,  
p. 610, mencionando específ icamente al área ambiental.

7 V. Gustavo zaGrebelsky, el Derecho Dúctil (Ley, Derechos, Justicia), trotta, Ma-
drid, 2005. 

8 es por eso que se pref iere la redacción de una constitución o la de un tratado in-
ternacional, que la de un código especializado. V. risso Ferrand, ¿Qué es una constitución?, 
Universidad católica del Uruguay, Montevideo, 2010, p. 28, siguiendo en este punto a Duncan 
Kennedy.
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lo hace más f lexible y maleable para situaciones excepcionales o novedosas 9, 
lo cual le es muy útil al Derecho administrativo, pero que a la par lo tornan 
herético y de muy compleja catalogación en una grilla conceptual más o me-
nos clásica. 

Ya no sólo la ley ha sido “destronada” por la potente idea de la fuerza 
normativa de la constitución 10, que pretende captar en su capacidad precep-
tiva “mejorada” y “aumentada” (reloaded) un montón de situaciones cotidia-
nas. ni tampoco todo es cambiado por el notable inf lujo del derecho inter-
nacional de los derechos humanos y del Derecho comunitario en la faena 
administrativa.

Ocurre que, muchas veces, hay hipótesis que se regulan mediante su-
gerencias o una suerte de Derecho indicativo, de índole más persuasivo que 
coactivo. ciertos lineamientos de buenas prácticas o códigos de ética integran 
este “soft law” (derecho suave). es que “el soft law desempeña un papel que 
garantiza una intervención mínima desde el poder público, ya sea depositando 
la conf ianza en los operadores del mercado para que ellos desarrollen meca-
nismos de autorregulación, o ejerciendo meras facultades de control sobre 
aquellos. el soft law está muy ligado, en estos ámbitos, al riesgo tecnológico 
y a sus consecuencias sobre la actuación de los poderes públicos. La irrupción 
de actividades con repercusiones desconocidas, o cuyo desempeño genera 
un grado elevado de peligrosidad, ha contribuido a que las administraciones 
reguladoras deleguen la responsabilidad de establecer condiciones a quienes 
operan en estos sectores sensibles” 11.

en def initiva, “el contenido material se ve afectado por nuevos pará-
metros y estándares, recomendaciones, principios directores, códigos de con-
ducta y de buenas prácticas, guidelines, estándares, con racionalidad técnica, 

9 ello se advierte, entre muchas otras manifestaciones, en el campo del Derecho ad-
ministrativo, a través de la profusa utilización de los “conceptos jurídicos indeterminados”.  
V. david orteGa Gutiérrez, Los conceptos jurídicos indeterminados en la jurisprudencia cons-
titucional española (Un avance doctrinal hacia su determinación a través de los elementos 
comunes de la casuística), Dykinson, Madrid, 2009.

10 V. Conrado hesse, escritos de Derecho constitucional, Fundación coloquio Jurídi-
co europeo y centro de estudios políticos y constitucionales, Madrid, 2012, p. 77. se impone 
así en alemania y en españa, inter alia, la idea de la “constitución normativa” que, sobre todo, 
implica que ella sea norma ef icaz. V. ánGel Garrorena Morales, Derecho constitucional 
(teoría de la constitución y sistema de fuentes), centro de estudios políticos y constituciona-
les, Madrid, 2013, p. 71 y cc.

11 V. daniel sarMiento, el soft Law administrativo (Un estudio de los efectos jurídicos 
de las normas no vinculantes de la administración), thomson civitas, navarra, 2008, p. 158.
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que pueden condicionar la decisión del legislador interno y hasta su propio 
sistema de fuentes” 12.

V. Los procesos de integrAción regionAL

Desde hace más de cincuenta años, se viene presentando con fuerza en el 
escenario político mundial la idea de la integración regional, como mecanis-
mo superador de viejas desavenencias (por ejemplo, las disputas entre Francia 
y alemania en el contexto europeo)

pero es precisamente esa integración regional la que provoca la existen-
cia de organismos propios y específ icos 13, que tienen una regulación across 
the board, es decir, no local ni mucho menos.

además, las estructuras administrativas de cada uno de los estados inte-
grantes del esquema de integración regional se van imitando entre sí, a veces por 
simpatía, otras veces generado por necesidades impuestas por el propio centro 
(v. gr., Bruselas). se presenta de ese modo la difícil articulación entre las diver-
sas administraciones públicas dentro un mismo proceso de integración.

De modo adicional, las normas primarias del propio proceso pueden con-
tener normas atinentes al desempeño administrativo, que no sólo van a impac-
tar en las instituciones comunitarias, sino también en las existentes en cada 
uno de los países involucrados en el esquema integrador.

12 V. juan-Cruz alli aranGuren, La construcción del concepto de Derecho adminis-
trativo español, thomson civitas, navarra, 2006, p. 497. el subrayado nos pertenece.

13 Debe tenerse presente, en tal sentido, al art. 288 del tratado de Funcionamiento de la 
Unión europea (tFUe), en cuanto estipula que: “para ejercer las competencias de la Unión, las 
instituciones adoptarán reglamentos, directivas, decisiones, recomendaciones y dictámenes”. 
asimismo, hay que tener en cuenta a los “actos delegados” (art. 290, íd.) y a los actos de eje-
cución (art. 291, ídem), para hacernos una idea de la situación reinante en el Derecho europeo. 
La misma ha sido calif icada por la doctrina como de “confuso panorama”. V. araCeli ManGas 
Martin y dieGo j. liñan noGueras, instituciones y Derecho de la Unión europea, tecnos, 
2012, Madrid, p. 367. por lo demás, repárese que “es posible considerar fruto del ejercicio de 
competencias implícitas la adopción de actos comunitarios no tipif icados por los tratados y 
animados de variada fuerza ‘ad intra’ , que la doctrina ha catalogado dentro de la categoría de 
actos atípicos: resoluciones, programas, declaraciones, etc”. V. Carlos FranCisCo Molina del 
Pozo, Derecho de la Unión europea, reus, Madrid, 2011, p. 71. en el Derecho administra-
tivo, la dogmática no ha dejado de percatarse de actos administrativos de muy difícil encasi-
llamiento. V. viCente esCuin PaloP, el acto administrativo implícito, civitas, Madrid, 1999. 
también en el Derecho europeo, emerge la problemática de la ejecución forzosa de decisiones 
del consejo europeo, de la comisión europea y del Banco central europeo. V. luis María 
diez-PiCazo, La naturaleza de la Unión europea, civitas y thomson reuters, navarra, 2009, 
p. 156.
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estamos, en suma, ante “diversas formas de relación organizativa y pro-
cedimental de las administraciones nacionales y europea” 14.

Vi. eL derecho AdministrAtiVo pArA LA gobernAnzA muLti-niVeL

Los retos que enfrenta el Derecho administrativo es servir para estructu-
rar las administraciones públicas, ya sea la local, la provincial o estadual, la 
nacional y eventualmente las internacionales (regionales y globales). se habla 
del paradigma de la “gobernanza” 15.

Hoy el gobierno no se concentra tan nítidamente en las fronteras de un 
territorio, y debe necesariamente articularse con otros niveles de gestión. in-
tervienen múltiples actores, a veces hasta privados (v. gr., organizaciones no 
gubernamentales) que deben ser computados en el horizonte político-institu-
cional.

creer, en consecuencia, que el Derecho administrativo se maneja con 
las mismas categorías que lo podía hacer cien años atrás es un craso error. si 
los padres fundadores de los estados Unidos y de la argentina (juan bautista 
alberdi) 16, detectaron el fenómeno administrativo también en el plano sub-
nacional, el desafío de la hora actual es proyectarlo al terreno supra-nacional. 
incluso, un tema de creciente interés científ ico –y de praxis política– es la 
inserción de entidades subnacionales en esquemas de integración continental. 
cataluña o escocia, por suministrar tan sólo dos ejemplos, desean interac-
tuar directamente, sin la intermediación de españa o del reino Unido como 
“estados centrales”, en la esfera de la Unión europea. ni hablar de la crisis 
territorial –y política– belga.

La conceptualización de un estado “puertas para adentro” es miope. 
Y tan corto de vista sería un Derecho administrativo construido también 
para adentro. ello no signif ica, ni mucho menos, bendecir todo lo que venga 
del “derecho externo”. Justamente, el Derecho administrativo en clave de  

14 V. FranCisCo velasCo Caballero y jens-Peter sChneider (coords.), La Unión admi-
nistrativa europea, Marcial pons, Madrid, 2008, p. 18.

15 De notable inf luencia en los estudios administrativos, junto con los enfoques ins-
titucionalistas. V. elisabetta GualMini, L´amministrazione nelle democrazie contemporanee, 
Laterza, roma y Bari, 2008, p. 167.

16 V. walter F. Carnota, “¿es Juan Bautista alberdi el fundador del Derecho ad-
ministrativo argentino?”, en www.eldial.com, suplemento de Derecho público bajo nuestra 
dirección, 15 de abril de 2013, Dc1a3B, último ingreso 4/8/13. “alberdi considera que la 
matriz que esbozara en Bases sobre f ines y medios del gobierno nacional, debe replicarse –en 
sus respectivas esferas de competencia– en los gobiernos nacionales”.
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gobernanza multi-nivel lo que procura es la mejor defensa del administrado 
en el ámbito en que le toque actuar 17.

Vii. A modo de concLusión

Debe concluirse en que la localía que otrora se le achacaba al Derecho 
administrativo cada vez está más cuestionada y muchas veces deviene en una 
quimera. Vivimos en un mundo multipolar, con carencia de un “centro, un 
elemento central” 18. La gobernanza es multi-nivel, y encima, esos peldaños 
son asimétricos y diferenciados. La densidad de poder es distinta en un nivel 
que en otro.

el fenómeno administrativo que hoy es objeto del Derecho administra-
tivo se asemeja, entonces, a un “blanco móvil”. Hay veces que involucra a 
sujetos concretos y específ icos, pero otras veces que los destinatarios de la 
normación suscitan difusión y evanescencia, sin márgenes de actuación cla-
ros, ni controles diáfanos, ni responsabilidades indicadas expresamente.

todo este panorama obliga a repensar los viejos moldes con los que se 
concebía el área temática del Derecho administrativo hasta no hace tanto 
tiempo y que habían signado a los desarrollos de la dogmática.

17 se ha hecho referencia a un rule of law global, que llega a sujetar a las administracio-
nes públicas locales. V. sabino Cassese, oltre lo stato, roma y Bari, 2006, p. 4.

18 V. sabino Cassese, La globalización…, op. cit., p. 19.
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